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I N F O R M E PARA LA VISTA 

presentado en el asunto 5/86 * 

I. Hechos 

1. El 18 de noviembre de 1983, el Gobierno 
belga hizo saber a la Comisión que había 
concedido una ayuda, en marzo de 1983, al 
principal grupo belga de los sectores textil y 

de alfombras, para la creación de una uni­
dad de producción de fibras y de hilo de 
polipropileno. La ayuda, por importe de 224 
millones de BFR, se concedió en forma de 
participación estatal en el capital de la filial 
creada por el grupo con el susodicho fin. 

* Lengua de procedimiento: neerlandés. 
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2. La Comisión adoptó el 27 de junio de 
1984, con arreglo al párrafo 1 del apartado 2 
del artículo 93 del Tratado CEE, una Deci­
sión en la que declaraba que la ayuda en 
cuestión era incompatible con el mercado 
común en virtud de lo dispuesto en el artí­
culo 92 del Tratado CEE y debía, en conse­
cuencia, retirarse. El Gobierno belga debía 
igualmente informar a la Comisión, en un 
plazo de dos meses a partir de la notifica­
ción de la Decisión, de las medidas adopta­
das para dar cumplimiento a la misma. 

3. La Comisión notificó esta Decisión al 
Reino de Bélgica mediante carta de 6 de 
agosto de 1984. La Decisión se hizo firme 
dos meses después de su notificación, al no 
haberla impugnado el Reino de Bélgica en 
dicho plazo. 

4. Mediante carta de 18 de enero de 1985, 
el Gobierno belga propuso convertir la 
ayuda que había concedido en un préstamo 
escalonado en cinco o siete años que sería 
devuelto por la empresa correspondiente en 
la medida en que lo permitieran los benefi­
cios acumulados durante dicho período. En 
su carta de 26 de febrero de 1985, la Comi­
sión rechazó esta propuesta. Mediante carta 
de 3 de octubre de 1985, el Gobierno belga 
hizo por fin saber a la Comisión que no veía 
ninguna solución al asunto que respondiera 
a las exigencias planteadas por ésta en su 
Decisión de 17 de junio de 1984. 

II. Fase escrita y pretensiones de las partes 

1. En consecuencia y mediante escrito pre­
sentado en la Secretaría del Tribunal de Jus­
ticia el 13 de enero de 1986, la Comisión 
interpuso el presente recurso con arreglo al 
párrafo 2 del apartado 2 del artículo 93 del 
Tratado CEE. 

La fase escrita siguió su curso reglamenta­
rio. 

2. Visto el informe del Juez Ponente y oído 
el Abogado General, el Tribunal de Justicia 
decidió iniciar la fase oral sin previo recibi­
miento a prueba. No obstante, el Tribunal 
de Justicia pidió al Gobierno belga que le 
proporcionara la información sobre la situa­
ción en que se encontraba el proceso de eje­
cución de la Decisión de la Comisión. El 
Gobierno belga proporcionó dicha informa­
ción dentro del plazo señalado. 

3. La Comisión solicita al Tribunal de Justi­
cia que: 

1) declare que el Reino de Bélgica ha in­
cumplido la Decisión de la Comisión de 
27 de junio de 1984 relativa a una ayuda 
concedida por el Gobierno belga a una 
empresa del sector de fibras y de hilo de 
polipropileno, al no tomar medidas para 
retirar esta ayuda en el plazo señalado; 
que el Reino de Bélgica incumplió por 
tanto una obligación que le incumbe en 
virtud del Tratado; 

2) condene en costas al Reino de Bélgica. 

4. El Reino de Bélgica alega que ha empren­
dido el procedimiento de ejecución de la 
Decisión. 

III. Motivos y alegaciones de las partes 

1. La Comisión se limita a recordar que la 
Decisión de 27 de junio de 1984 fue adop­
tada regularmente, y que el Gobierno belga 
no ha tomado ninguna medida para dar 
cumplimiento a la misma ni en los plazos 
prescritos ni hasta la fecha de la demanda. 

2. El Gobierno belga reconoce que la citada 
Decisión, al no haberse impugnado, puede 
considerarse como definitiva. 

3. En cuanto a la ejecución de esta Decisión 
el Gobierno belga, por una parte, recuerda 
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que, en su carta de 18 de enero de 1985, 
propuso una solución para que fuera de­
vuelta la participación estatal en el capital 
de la citada empresa que, a su entender, 
quitaba a la operación su carácter de ayuda 
y, por otra parte, alega la imposibilidad de 
ejecutar la Decisión por dos razones, a sa­
ber: que la devolución de la ayuda estatal 
atentaría contra el principio de intangibili-
dad del capital social, inscrito en el Derecho 
belga de sociedades con arreglo a la Se­
gunda Directiva de 13 de diciembre de 
1976, y que esta devolución sería, además, 
materialmente imposible en las circunstan­
cias del caso de autos, a no ser que se pu­
siera fin a la existencia de la empresa. 

El Gobierno belga reconoce, sin embargo, 
que el Tribunal de Justicia rechazó estos ar­
gumentos en su sentencia de 15 de enero de 
1986 en el asunto 52/84. 

4. En su escrito de contestación declara que 
entabló negociaciones con la Comisión a fin 
de encontrar una solución al problema plan­
teado, y en su escrito de duplica, registrado 
en la Secretaría del Tribunal de Justicia el 
28 de mayo de 1986, que la Sociedad nacio­
nal de reestructuración de los sectores na­
cionales recibió el encargo de emprender las 
gestiones necesarias a fin de obtener la 
venta anticipada así como la devolución de 
la ayuda y que informará sin demora al Tri­
bunal y a la Comisión de los resultados al­
canzados. 

En respuesta a la pregunta del Tribunal de 
Justicia, el Gobierno belga informó el 13 de 
noviembre de 1986 de que: 

«La Sociedad nacional de reestructuración 
de los sectores nacionales que había recibido 
el encargo de emprender las gestiones nece­

sarias a fin de obtener la venta anticipada, 
así como la devolución de "la ayuda, se había 
enfrentado, durante las negociaciones, con 
determinados problemas jurídicos relativos 
al Derecho de sociedades. Opina sin em­
bargo que se encontrará una solución en los 
próximos meses». 

5. La Comisión alega la sentencia de 15 de 
enero de 1986 en el asunto 52/84 contra la 
alegación por el Gobierno belga de la impo­
sibilidad de ejecutar la Decisión. 

6. En lo que se refiere a la declaración del 
Gobierno belga en su escrito de contesta­
ción, según la cual se habían entablado ne­
gociaciones con la Comisión para encontrar 
una solución al problema, la Comisión pre­
cisa que en una reunión, con fecha de 6 de 
marzo de 1986, entre sus representantes y 
los del Gobierno belga, la delegación belga 
no había alegado ni dificultades imprevistas 
o imprevisibles en la ejecución de la Deci­
sión ni consecuencias no previstas por la 
Comisión, circunstancia que, según la suso­
dicha sentencia (apartado 16) de 15 de 
enero de 1986, si hubieran sido sometidas 
por el Estado miembro a la evaluación de la 
Comisión, habrían dado lugar a una colabo­
ración de buena fe entre las dos partes para 
superar las dificultades en el pleno cumpli­
miento de las disposiciones del Tratado. Se­
gún la Comisión, en esta reunión, la delega­
ción belga no había alegado la imposibilidad 
de ejecutar la Decisión sino que únicamente 
habría subrayado que el accionista mayori-
tario de la empresa afectada por la ayuda no 
aceptaba la Decisión. 

G. C. Rodríguez Iglesias 
Juez Ponente 
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